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  SENTENCIA Nº: 82/17.  

 

En Vigo, a ocho de marzo de dos mil diecisiete. 

 

Vistos por el Ilmo. Sr. D. LUIS-ÁNGEL FERNÁNDEZ BARRIO, MAGISTRADO-JUEZ 

del Juzgado de lo Contencioso- Administrativo número 1 de los de Vigo los presentes 

autos de Procedimiento Abreviado, seguidos con el número 551/2016, a instancia de D. 

Carlos Manuel, representado por el Letrado Sr. Lagoa Santodomingo, frente al 

CONCELLO DE VIGO, representado por el Sr. Letrado de sus Servicios Jurídicos, 

contra el siguiente acto administrativo: 

 

 Resolución del Concelleiro do Área de Mobilidade e Seguridade del Concello de 

Vigo, de fecha 9.8.2016, que impone al ahora demandante sanción de 30 euros en 

materia de tráfico, al considerarle autor de infracción consistente en estacionar 

superando el horario autorizado en el ticket de aparcamiento (XER), art. 39.2.b) LSV.  
 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

  PRIMERO .- De la oficina de reparto del Decanato de los Juzgados de Vigo, se 

turnó a este Juzgado demanda en recurso contencioso-administrativo formulado por la 

representación del Sr. Carlos Manuel frente al Concello de Vigo contra la resolución 

sancionadora indicada, interesando se declare no ajustada a Derecho, ordenando su 

anulación; con condena en costas. 

 

  SEGUNDO .- Admitido a trámite el recurso, se acordó tramitarlo por los cauces del 

proceso abreviado, reclamando el expediente y convocando a las partes al acto del 

juicio, que se ha celebrado en el día de hoy. 

 



   

   

Tras la ratificación de la demanda, la representación procesal del Concello de Vigo 

contestó en forma de oposición a las pretensiones contenidas en la demanda, 

interesando su desestimación. 

 

Las partes expusieron oralmente sus conclusiones. 

 
 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

  PRIMERO .-  De los antecedentes necesarios  

 

1.- A las 10.39 horas del día 19 de mayo de 2016, el controlador K-31 (cuyos datos 

identificativos aparecen publicados en el BOP de 8.9.2008), perteneciente a la empresa 

"Dornier S.A." (que tiene concedido por el Concello de Vigo el servicio de control y 

vigilancia de los estacionamientos en zona X.E.R.), formuló denuncia voluntaria 

respecto del vehículo matrícula rumana EN..DDN, por hallarse estacionado a la altura 

del inmueble nº 2 de la c/ Gerona, habiendo superado el horario autorizado por el 

ticket, que había concluido a las 9.45 horas. 

 

2.- El Concello de Vigo procedió a incoar el expediente sancionador NUM000 frente 

al ahora demandante, por imputársele a éste una infracción de carácter leve 

(sancionable con multa de 30 euros) consistente en "estacionar superando el horario 

autorizado en el ticket de aparcamiento XER; art. 39.2 b) L. Seguridad Vial". 

 

3.- El Sr. Carlos Manuel presentó escrito informando de que no era titular de dicho 

vehículo, ni tampoco lo había conducido en el momento de los hechos. 

 

4.- La Administración dicta resolución el 9.8.2016 sancionando en los términos ya 

indicados. 

 



   

   

  SEGUNDO .-  De la tipicidad  

 

A modo de declaración de principios, y como se reconoce en la STS de 15.6.2005, el 

Ayuntamiento tiene competencia para regular y ordenar el tráfico de vehículos y 

personas en las vías urbanas. 

 

Así es según el artículo 25.2.b) de la Ley Básica de Régimen Local 7/1985, de 2 de 

abril, en relación con los artículos 7 y 38.4 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por Real Decreto 

legislativo 330/1990, de 2 de marzo; y actualmente, con los arts. 7 y 39.4 del Real 

Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial. 

 

Esa tesis se ratificó en la Sentencia de 15 de julio de 2002, que, entre otros 

razonamientos, contiene los siguientes: 

 

"En sentencias de 22 de septiembre y 15 de octubre de 1999, 29 de mayo, 14 de julio 

y 25 de noviembre de 2000, 24 de abril, 14 de julio y 25 de noviembre de 2000, 28 de 

abril, 14 de julio, 6 y 28 de noviembre de 2001, se ha pronunciado esta Sala reiterando 

la potestad de los Ayuntamientos para desarrollar el Reglamento General de 

Circulación  siempre  que  respeten  los  principios  de razonabilidad, 

proporcionalidad y congruencia, así como admitiendo la validez de las ordenanzas 

sobre estacionamiento de vehículos; todo lo cual se conforma con lo declarado en 

interés de la Ley, en STS de 26 de diciembre de 1996, respecto a la posibilidad de que 

las ordenanzas municipales reguladoras de las zonas de estacionamiento de vehículos 

puedan limitar el tiempo máximo que se permite tenerlos en un mismo lugar dentro de 

dichas zonas y sancionar con la retirada del mismo y la consideración de infracción 

administrativa el infringir tales preceptos, tratando de lograr un equitativo reparto de 

tales espacios entre los eventuales usuarios (Cfr. STS 23 de enero de 2002). 

 

Es, asimismo, doctrina jurisprudencial de esta Sala que el posible cobro de un precio 

público o de una tasa no impide que el estacionamiento indebido en zona regulada se 



   

   

configure como una infracción administrativa. Y, de acuerdo con esta doctrina, no 

puede alegarse con éxito que sean ilegales la previsión de infracciones y sanciones de 

que se trata por contravenir el principio de legalidad o de tipicidad en la forma como 

son consagrados por los arts. 25 CE y 129 de la Ley Reguladora del Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, Ley 

30/1992, de 26 de noviembre (Cfr. SSTS 17 de enero y 16 de abril y 12 de junio de 

2002). 

 

Dicho en términos de nuestra sentencia de 29 de enero de 2002, las Ordenanzas 

municipales pueden limitar el tiempo de estacionamiento, exigir tasas por 

aparcamiento, prever la retirada del vehículo y considerar como infracción 

administrativa determinante de sanción la actuación en contra de las previsiones de la 

Ordenanza, reconociendo en definitiva la cobertura legal de las Ordenanzas 

Municipales, sin que pueda discutirse con éxito la legalidad de la sanción por falta de 

tipicidad, art. 25 de la Constitución. Esto es: "Las Ordenanzas Municipales reguladoras 

de las zonas de estacionamiento de vehículos pueden limitar el tiempo máximo que se 

permita mantener estacionado un vehículo en un mismo lugar situado dentro de 

aquellas zonas. En los supuestos en que se mantenga estacionado un vehículo en 

dichas zonas sin autorización o con autorización, pero por encima del máximo tiempo 

permitido por la Ordenanza Municipal, impidiendo así el equitativo reparto de tales 

espacios entre los eventuales usuarios, existe habilitación legal para que dicha 

Ordenanza prevea la aplicación de una medida cautelar consistente en la retirada del 

vehículo y su traslado al depósito municipal, aparte la posibilidad de que tal actuación 

pueda ser  constitutiva de infracción administrativa determinante de sanción". 

 

Esta Sala considera que la ordenación del tráfico urbano adquiere en nuestros días 

una nueva y relevante dimensión pública. Puede afirmarse sin exageración que su 

correcta regulación influye no sólo en la libre circulación de vehículos y personas sino 

incluso también en el efectivo ejercicio de otros derechos como el de acceso al puesto 

de trabajo, el disfrute de servicios tan imprescindibles como los sanitarios, educativos, 

culturales etc., sin excluir desde luego su conexión con la protección del medio 

ambiente y la defensa del Patrimonio Artístico, amenazados uno y otro por agresiones 



   

   

con origen en dicho tráfico. La calidad de la vida en la ciudad tiene mucho que ver con 

el acertado ejercicio y la adecuada aplicación de cuantas técnicas jurídicas - 

normativas, de organización de los servicios públicos, de gestión del demanio público, 

etc.- están a disposición de las Administraciones Públicas competentes en la materia. 

La disponibilidad de espacios físicos en zonas de dominio público para el 

estacionamiento de vehículos, su ocupación temporal de un modo limitado y rotativo, 

de manera que sea posible su reparto entre los eventuales usuarios a las diferentes 

horas del día, forma parte de ese conjunto de medidas que sirven para paliar los 

aspectos negativos de una realidad social -la del incremento constante de vehículos 

que circulan por las ciudades- que afecta a intereses que, por ser de todos, adquieran 

la condición de intereses colectivos. Consiguientemente, aquellas conductas que, sin 

causa justificada alguna, bloquean los espacios públicos acotados, poniéndolos al 

servicio exclusivo de unos pocos usuarios durante un tiempo superior al permitido, 

personal y unilateralmente determinado, causan así un claro perjuicio -esto es, 

perturban o entorpecen- a quienes circulan por la vías públicas de la ciudad con la 

legítima aspiración de encontrar un lugar para el estacionamiento temporal." 

 

Y en la STS de 12.6.2002 se afirma con rotundidad que es inequívoco que los 

Ayuntamientos pueden aprobar Ordenanzas reguladoras del estacionamiento de 

vehículos en la vía pública en los términos y con los mandatos que en ellas se 

expresen. 

 

La habilitación para ello se encuentra tanto en el anterior art. 38.4 del Real Decreto 

Legislativo 339/1990 como en el actual 39.4 del RDLeg. 6/2015: el régimen de parada y 

estacionamiento en vías urbanas se regulará por Ordenanza Municipal, pudiendo 

adoptarse las medidas necesarias para evitar el entorpecimiento del tráfico, entre ellas, 

limitaciones horarias de duración del estacionamiento, así como las medidas 

correctoras precisas incluida la retirada del vehículo o la inmovilización del mismo 

cuando no se halle provisto de título que habilite el estacionamiento en zonas limitadas 

en tiempo o excedan de la autorización concedida hasta que se logre la identificación 

del conductor. 

 



   

   

En los mismos términos, se expresa el art. 93 del Real Decreto 1428/2003, de 21 de 

noviembre, por el que se aprueba el Reglamento General de Circulación. 

 

El art. 94.2.b) del Reglamento establece que queda prohibido estacionar en los 

lugares habilitados por la autoridad municipal como de estacionamiento con limitación 

horaria sin colocar el distintivo que lo autoriza o cuando, colocado el distintivo, se 

mantenga estacionado el vehículo en exceso sobre el tiempo máximo permitido por la 

ordenanza municipal. 

 

Pues bien, en el BOP Pontevedra el 11.2.2011 aparece publicada la modificación del 

Texto Refundido de la Ordenanza municipal reguladora del servicio de aparcamiento en 

la vía pública, mediante máquinas expendedoras de tickets en la ciudad de Vigo. 

 

Su artículo 8º señala tres supuestos en los que se considerará estacionamiento de 

vehículo en lugar prohibido: a) estacionar en una Zona XER, durante el horario de 

funcionamiento del servicio, careciendo de ticket; b) estacionar superando el horario 

autorizado en el ticket de aparcamiento; c) permanecer estacionado en una misma vía 

en Zona XER, durante el horario de funcionamiento del servicio, por tiempo superior a 

dos horas. 

 

El segundo apartado es el que se ha aplicado al caso enjuiciado. 

 

En consecuencia, el hecho de permanecer estacionado en zona de la vía pública 

X.E.R. por mayor espacio de tiempo que el habilitado por el ticket es una infracción 

sancionable. 

 

Es cierto que en la resolución sancionadora se cita un precepto legal que ya no se 

encuentra en vigor, pero no lo es menos que la conducta enjuiciada constituía una 

infracción expresamente determinada en la Ordenanza municipal reseñada, y la mera 

equivocación en la plasmación de la norma no impide conocer cuál es el hecho 

perseguido y su correcto encaje en el ordenamiento jurídico. En realidad, el actual art. 

40.2.b) recoge una redacción idéntica a la de su predecesor, el art. 39.2.b). 



   

   

 

  TERCERO .-  De la responsabilidad  

 

Aunque el demandante asevera que no es el propietario ni el conductor responsable 

del estacionamiento, lo cierto es que este proceso judicial se halla directamente 

conectado con el tramitado como PA 500/2016 ante este mismo Juzgado, cuyo objeto 

lo conformaban unos hechos y unas  circunstancias  análogas  al  presente,  

difiriendo únicamente en la fecha de la infracción (en aquel caso fue el día 18 de mayo 

de 2016, y en éste al día siguiente), y la vía pública. 

 

Las conclusiones que se extrajeron en la Sentencia entonces recaída, datada el 20 

de noviembre de 2016, fueron las siguientes: "el expediente se dirigió frente al ahora 

demandante porque en anteriores ocasiones se presentó en cuanto tal ante agentes de 

la Administración demandada (partes de servicio de 16.5.2011 y 2.6.2016), e 

igualmente suscribió en esa condición la autoliquidación por depósito del vehículo el 

4.3.2016; indicios suficientes para legitimar la actuación administrativa y que han de 

ponerse en conexión con el principio de facilidad probatoria: hallándose matriculado el 

vehículo en otro Estado y manifestando el demandante que conoce a la supuesta 

propietaria real, fácilmente podría haber aportado los datos precisos para corroborar su 

versión. Además, la reiteración con la que el demandante aparece en expedientes 

administrativos semejantes en relación con este mismo automóvil denota que éste lo 

utiliza habitualmente, lo que permite su imputación con arreglo al art. 82 de la vigente 

Ley". 

 

En el caso que actualmente analizamos, no se ha aportado ningún elemento de 

convicción que permita alcanzar una consecuencia jurídica diferente, de modo que 

resultan plenamente trasladables los anteriores razonamientos. 

 

En conclusión a lo expuesto, procede la íntegra desestimación de la demanda. 

 

  CUARTO .-  De las costas procesales  

 



   

   

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139 de la L.J.C.A., ha de regir el 

criterio objetivo del vencimiento, por lo que se imponen a la parte actora, si bien se 

moderan prudencialmente hasta la cifra máxima de cincuenta euros, atendiendo a la 

escasa cuantía del pleito. 

 

Vistos los artículos citados, y demás de general y pertinente aplicación, 

 
 

FALLO 

 

Que debo desestimar y desestimo el recurso contencioso-administrativo interpuesto 

por D. Carlos Manuel, frente al CONCELLO DE VIGO, seguido como PROCESO 

ABREVIADO número 551/2016 ante este Juzgado, contra el acto administrativo citado 

en el encabezamiento, que se declara ajustado al ordenamiento jurídico. 

 

Las costas procesales, hasta la cifra máxima de cincuenta euros (más impuestos) en 

concepto de honorarios de Letrado, se imponen al demandante. 

 

Notifíquese esta resolución a las partes, haciéndoles saber que es firme, pues contra 

ella no cabe interponer recurso ordinario alguno. 

 

Así, por esta Sentencia, definitivamente Juzgando en única instancia, lo pronuncio, 

mando y firmo. 

 

E/. 

 

 PUBLICACIÓN . Dada, leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Ilmo. 

Sr. Magistrado-Juez que la ha dictado, estando celebrando Audiencia Pública y 

ordinaria en el día de su fecha. Doy fe.- 
 


